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ACUERDO REGULADOR DEL SISTEMA INTERNO DE INFORMACIÓN DE PROCESA 
SOCIEDAD DE DESARROLLO DE CEUTA, S.A. 
 
 
La Ley 2/2023, de 20 de febrero, reguladora de la protección de las personas que 
informen sobre infracciones normativas y de lucha contra la corrupción, tiene por 
finalidad proteger a las personas que, en un contexto laboral o profesional, detecten 
infracciones del Derecho de la Unión previstas en la Directiva (UE) 2019/1937 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2019, o infracciones penales o 
administrativas graves o muy graves de nuestro ordenamiento jurídico, y las comuniquen 
mediante los mecanismos regulados en la misma.  
 
En lo que afecta a PROCESA como sociedad perteneciente al sector público, dicha ley 
establece la obligación de contar con un sistema interno de información en el plazo 
máximo de 3 meses desde la entrada en vigor de la misma. Dicho plazo expira el 13 de 
junio de 2023. Además del canal interno, se exige la determinación, en el plazo de seis 
meses (hasta el 13 de septiembre de 2023), de otros canales denominados «externos», 
con el fin de ofrecer a los ciudadanos una comunicación con una autoridad pública 
especializada, lo que les puede generar más confianza al disipar su temor a sufrir alguna 
represalia en su entorno. La decisión sobre el canal externo dependerá de los órganos 
competentes de la Ciudad Autónoma de Ceuta. 
 
PROCESA cuenta desde 2015 con su Código Ético y Declaración Institucional, aprobados 
por el Consejo de Administración. Asimismo, cuenta con un programa de cumplimiento 
normativo desde 2021, y un canal de denuncias desde 2022.  
 
De la misma manera, la Ciudad Autónoma de Ceuta aprobó, por acuerdo del Consejo de 
Gobierno de fecha 30 de diciembre de 2021, el Plan de Prevención de Riesgos y Medidas 
Antifraude, realizó una Declaración Institucional de lucha contra el fraude y la corrupción, 
y aprobó un Código Ético y Principios de Conducta, que inspiran el ejercicio de la gestión 
pública en la administración de la Ciudad Autónoma y su sector público institucional.  
 
La citada ley 2/2023 ordena el sistema interno de información, que se instrumenta a 
través de su gestión, del canal interno de información, del responsable del sistema interno 
de información y del procedimiento de gestión de informaciones. Regular dichos aspectos 
es el objetivo del presente Acuerdo.  
 
El canal interno de información es el canal de denuncias. La Ley 2/2023 lo identifica como 
“canal de información” y la Directiva 2019/1937 lo llama “canal de denuncias”; aunque se 
usan indistintamente los dos términos, el instrumento es único. Lo mismo ocurre con las 
expresiones como “informante” y “denunciante”, o “informaciones”, “comunicaciones” y 
“denuncia”. Son conceptos sinónimos a efectos de la Ley y del presente Acuerdo. 
 



 

 

2 

 

Las consultas, dudas, sugerencias o quejas u otras cuestiones, ajenas a las denuncias que 
se tramitan por el canal interno de información, podrán también dirigirse al responsable 
del sistema. 
 
El canal interno de información será público y accesible a través del formulario que figure 
en la página web de PROCESA. 
 
Se respetará el anonimato y la protección de datos personales. En este sentido se 
protegerá la identidad de los denunciantes mediante cauces de comunicación                           
encriptados y/o que disocien la identidad de la persona denunciante. En cualquier caso, 
las medidas necesarias para garantizar el anonimato de la persona denunciante abarcarán 
tanto la fase de tratamiento de los hechos denunciados como, en su caso, la tramitación 
del procedimiento a que diera lugar.  
 
El Consejo de Administración de PROCESA, cómo órgano de administración y gobierno de 
la entidad, es responsable de la implantación del sistema interno de información, previa 
consulta a la representación legal de los trabajadores, así como del tratamiento de los 
datos de carácter personal. 
 
El sistema debe contar con un responsable, que será nombrado y destituido por el Consejo 
de Administración, lo que deberá ser comunicado a la Autoridad Administrativa 
Independiente o a la autoridad y órgano competente de la Ciudad Autónoma. El 
responsable del sistema deberá desarrollar sus funciones de forma independiente y 
autónoma respecto del resto de órganos de la entidad y organismo, y no podrá recibir 
instrucciones de ningún tipo en su ejercicio. Deberá disponer de todos los medios 
personales y materiales necesarios para llevar a cabo su función. 
 
En función a lo expuesto, y en cumplimiento de lo dispuesto en la Ley 2/2023, de 20 de 
febrero, el Consejo de Administración de PROCESA adopta el siguiente Acuerdo Regulador 
del sistema interno de información.  
 
 
Artículo 1. Objeto 
 
El presente Acuerdo Regulador tiene por objeto establecer un sistema de información 
interno de PROCESA para la tramitación de las informaciones o denuncias sobre posibles 
acciones irregulares o delictivas en el seno de la sociedad, protegiendo los derechos y 
garantías de todos los sujetos intervinientes en el procedimiento de denuncia y posterior 
investigación. 
 
Artículo 2. Ámbito material de aplicación 
 
Conforme a lo dispuesto en el artículo 2 de la Ley 2/2023, el presente Acuerdo Regulador 
protegerá a las personas físicas que informen sobre: 
 



 

 

3 

 

a) Cualesquiera acciones u omisiones que puedan constituir infracciones del Derecho de 
la Unión Europea, siempre que estén en el ámbito de la Directiva (UE) 2019/1937 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2019, relativa a la protección de 
las personas que informen sobre infracciones del Derecho de la Unión, afecten a intereses 
financieros de la UE conforme al artículo 325 del Tratado de Funcionamiento de la Unión 
Europea (TFUE), e Incidan en el mercado interior, tal y como se contempla en el artículo 
26, apartado 2 del TFUE 
 
b) Acciones u omisiones que puedan ser constitutivas de infracción penal o administrativa 
grave o muy grave. En todo caso, se entenderán comprendidas todas aquellas infracciones 
penales o administrativas graves o muy graves que impliquen quebranto económico para 
la Hacienda Pública y para la Seguridad Social. 
 
Las comunicaciones se deben referir a acciones u omisiones que se produzcan en el 
ámbito de gestión de PROCESA, constituido por la actuación de los órganos, personas y 
entidades que se señalan a continuación: 
 
- El personal. 
- El Secretario del Consejo de Administración y el Interventor 
- Los miembros del Consejo de Administración de la Sociedad. 
- Las personas físicas y jurídicas que contraten con PROCESA 
- Las personas físicas y jurídicas que contraten con la Ciudad Autónoma de Ceuta en el 

marco de un encargo de ésta a PROCESA. 
- Las personas físicas y jurídicas que reciban subvenciones, directamente de PROCESA, 

o en el marco de un encargo de la Ciudad Autónoma de Ceuta a PROCESA. 
 
Las comunicaciones efectuadas a través del canal de información cuyo contenido no esté 
incluido en el ámbito material establecido en este apartado, así como sus remitentes, 
quedan fuera del ámbito de protección establecido en la Ley 2/2023. En ningún caso la 
comunicación comporta el inicio de un procedimiento administrativo, ni tiene el efecto de 
presentación en el Registro General. Tampoco es constitutiva de ejercicio del derecho de 
petición, ni se identifica con la posibilidad de dirigir consultas, sugerencias o incidencias. 
 
3. Ámbito personal de aplicación 
 
La presente norma es aplicable a todos los empleados de PROCESA y a los miembros de 
sus órganos de gobierno, incluso finalizada la relación, que denuncien o sean denunciadas 
a través del canal interno de información. 
 
Podrán ser informantes los que hayan obtenido información sobre infracciones en un 
contexto laboral o profesional, tales como: 
 
- Personas que tengan la condición de trabajadores de por cuenta ajena. 
- Los autónomos. 
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- Accionistas, partícipes y personas pertenecientes al órgano de administración, 
dirección o supervisión de una empresa, incluidos los miembros no ejecutivos. 

- Cualquier persona que trabaje para o bajo la supervisión y la dirección de contratistas, 
subcontratistas o proveedores. 

- Las personas que hayan tenido una relación laboral o estatutaria ya finalizada, 
voluntarios, becarios, trabajadores en periodo de formación con independencia de que 
perciban o no una remuneración, así como aquellos cuya relación laboral aún no ha 
comenzado, en los casos en los que la información sobre infracciones haya sido 
obtenida durante el proceso de selección o de negociación precontractual. 

- Los representantes legales de las personas trabajadoras, en sus funciones de 
asesoramiento y apoyo al informante. 

- Las personas físicas que, en el marco de la organización en la que preste servicios el 
informante, asistan al mismo en el proceso. 

- Las personas físicas que estén relacionadas con el informante y que puedan sufrir 
represalias, como compañeros de trabajo o familiares del informante. 

- Las personas jurídicas para las que trabaje o con las que mantenga cualquier otro tipo 
de relación en un contexto laboral o en las que ostente una participación significativa. 

 
Artículo 4. Comunicación de infracciones a través del Sistema interno de 
información 
 
El Sistema interno de información es el cauce preferente para informar sobre las acciones 
u omisiones previstas en el artículo 2. Mediante el procedimiento recogido en el presente 
Acuerdo Regulador, PROCESA garantiza que se pueda tratar de manera efectiva la 
infracción y que no haya riesgo de represalia para el denunciante. 
 
Artículo 5. Sistema interno de información 
 
El Consejo de Administración será, como órgano de administración y gobierno de la 
sociedad, el responsable de la implantación del Sistema interno de información, previa 
consulta con la representación legal de las personas trabajadoras, y tendrá la condición 
de responsable del tratamiento de los datos personales de conformidad con lo dispuesto 
en la normativa sobre protección de datos personales. 
 
El Sistema interno de información se ajusta a las características contenidas en el artículo 
5.2 de la Ley 2/2023, conforme seguidamente se explicita:  
 
- Permite a todas las personas referidas en el artículo 3 comunicar información sobre 

las infracciones descritas en el artículo 2. 
- Está diseñado de forma segura y de modo que garantice la confidencialidad de la 

identidad del informante y de cualquier tercero mencionado en la comunicación, y de 
las actuaciones que se desarrollen en la gestión y tramitación de la misma, así como la 
protección de datos, impidiendo el acceso de personal no autorizado. 

- Permite la presentación de comunicaciones: 
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 por escrito (correo postal o medio electrónico) 
 verbalmente (telefónico o mensaje de voz) 

 
- Garantiza que las comunicaciones presentadas puedan tratarse de manera efectiva 

dentro de Procesa, con el objetivo de que sea la primera en conocer la posible 
irregularidad. 

- Es independiente del resto de sistemas de información interna de la Ciudad Autónoma 
de Ceuta y de sus organismos y empresas dependientes. 

- Cuenta con un Responsable del mismo. 
- Cuenta con una política o estrategia que responde a los principios generales 

contenidos en este acuerdo regulador. 
- Cuenta con un procedimiento de gestión, contenido en este acuerdo regulador. 
- Establece garantías para la protección de los informantes en el ámbito de la sociedad. 
 
Artículo 6. Gestión del Sistema interno de información por tercero externo 
 
Conforme a lo dispuesto en la Ley 2/2023, se considera gestión del Sistema la 
instrumentación técnica de la recepción de informaciones, siendo a su vez el gestor el 
encargado del tratamiento a efectos de la legislación sobre protección de datos 
personales, sin menoscabo de las responsabilidades del Responsable del Sistema y con 
carácter exclusivamente instrumental. 
 
Artículo 7. Canal interno de información 
 
El canal interno de información de Procesa posibilita la presentación de información 
respecto de las infracciones previstas en el artículo 2, y está integrado dentro del Sistema 
interno de información. 
 
Permite las comunicaciones por escrito o verbalmente, o de las dos formas. La 
información se podrá realizar bien por escrito, a través de correo postal o a través de 
cualquier medio electrónico habilitado al efecto, o verbalmente, por vía telefónica o a 
través de sistema de mensajería de voz. A solicitud del informante, también podrá 
presentarse mediante una reunión presencial dentro del plazo máximo de siete días. En 
su caso, se advertirá al informante de que la comunicación será grabada y se le informará 
del tratamiento de sus datos de acuerdo a lo que establece el Reglamento (UE) 2016/679 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016. 
 
Además, a quienes realicen la comunicación a través de canales internos se les informará, 
de forma clara y accesible, sobre los canales externos de información ante las autoridades 
competentes y, en su caso, ante las instituciones, órganos u organismos de la Unión 
Europea. 
 
Al hacer la comunicación, el informante podrá indicar un domicilio, correo electrónico o 
lugar seguro a efectos de recibir las notificaciones. 
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Las comunicaciones verbales, incluidas las realizadas a través de reunión presencial, 
telefónicamente o mediante sistema de mensajería de voz, deberán documentarse de 
alguna de las maneras siguientes, previo consentimiento del informante: 
 

- mediante una grabación de la conversación en un formato seguro, duradero y 
accesible 

- a través de una transcripción completa y exacta de la conversación realizada por 
el personal responsable de tratarla. 

 
Sin perjuicio de los derechos que le corresponden de acuerdo a la normativa sobre 
protección de datos, se ofrecerá al informante la oportunidad de comprobar, rectificar y 
aceptar mediante su firma la transcripción de la conversación. 
 
Asimismo, el canal interno de información permitirá incluso la presentación y posterior 
tramitación de comunicaciones anónimas. 
 
El canal interno está habilitado para la recepción de cualesquiera otras comunicaciones o 
informaciones fuera del ámbito establecido en el artículo 2, si bien dichas comunicaciones 
y sus remitentes quedarán fuera del ámbito de protección dispensado por la misma. 
 
Se encuentra ubicado en la página web de PROCESA www.procesa.es, instrumentándose 
la denuncia a través de un formulario. Las comunicaciones especificarán las 
circunstancias que faciliten la descripción de la acción o la omisión imputable a la entidad 
que se quiere poner en conocimiento del responsable del sistema, por lo que en todo caso 
es obligatorio rellenar el campo destinado a describir detalladamente la conducta 
contraria al derecho o a los principios o reglas éticas y de buen gobierno. Es voluntario 
rellenar los campos identificativos de la persona que presenta la comunicación, así como 
los relativos a su dirección física y electrónica. 
 
A efectos de gestión del canal de información y denuncias, a la información recogida a 
través del mismo únicamente tendrán acceso el gestor externo y el responsable del 
sistema, así como cualquier otro trabajador que por razón de su puesto pueda tener el 
deber de informar al respecto, y deberán respetar en todo momento la confidencialidad 
de los datos e información a la que puedan tener acceso. 
 
Artículo 8. Responsable del Sistema interno de información  
 
El Consejo de Administración de la sociedad será el competente para la designación de la 
persona física responsable de la gestión de dicho sistema o «Responsable del Sistema», y 
de su destitución o cese. Tanto el nombramiento como el cese de la persona física 
individualmente designada deberán ser notificados a la Autoridad Independiente de 
Protección del Informante, A.A.I. o, en su caso, a las autoridades u órganos competentes 
de la Ciudad Autónoma de Ceuta, en el plazo de los diez días hábiles siguientes, 
especificando, en el caso de su cese, las razones que han justificado el mismo. En caso de 
incompatibilidad del Responsable del sistema, deberá abstenerse de participar en el 
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procedimiento, debiendo designar el Presidente del Consejo de Administración un 
sustituto, que deberá ser ratificado por el Consejo de Administración en la primera sesión 
que celebre. 
 
En el ejercicio de las funciones, el responsable del sistema actúa con independencia 
funcional sin que pueda estar sometido a órdenes jerárquicas que condicionen la 
actuación, especialmente con respecto al mantenimiento de la confidencialidad de los 
datos personales que trate. El desarrollo de esta actuación no es causa que justifique el 
cese, siempre que cumpla las previsiones de esta disposición general y no vulnere la 
normativa de aplicación. 
 
El cumplimiento del deber de secreto se mantiene una vez cesado en estas funciones. La 
vulneración del deber de secreto es constitutiva de infracción disciplinaria. 
 
Son funciones serán las siguientes: 
 
- Comprobar el correcto funcionamiento del canal interno información. 
- Comprobar la correcta gestión operativa del fichero de datos de carácter personal. 
- Velar por el cumplimiento del procedimiento contenido en el presente Acuerdo 

Regulatorio, incluidas las garantías para denunciantes y denunciados. 
- Formular el informe que pone fin a la fase de instrucción. 
- Elaborar una memoria anual y elevarla al Consejo de Administración. 
- Llevar el libro-registro de las informaciones recibidas y de las investigaciones internas 

a que hayan dado lugar, garantizando, en todo caso, los requisitos de confidencialidad 
previstos en esta ley. 

 
Artículo 9. Principios rectores del Sistema interno de información  
 
El Sistema interno de información de PROCESA se ajusta a los siguientes principios: 
 
- Principio de buena fe: las personas que informan deben actuar de buena fe y no 

realizar acusaciones falsas a través de este medio. El personal que deliberadamente 
haga declaraciones falsas, engañosas o de mala fe, podrá ser objeto de la 
responsabilidad civil, penal o administrativa que corresponda de acuerdo con la 
legislación vigente. 
 

- Principio de prohibición de represalias contra la persona denunciante: PROCESA 
adoptará las medidas necesarias para prohibir todas las formas de represalias contra 
las personas denunciantes, incluidas las amenazas de represalias y las tentativas de 
represalias. Se entiende por represalia cualquier acto u omisión que estén prohibidos 
por ley, o que, de forma directa o indirecta, supongan un trato desfavorable que sitúe 
a las personas que las sufren desventajas particulares con respecto a otra en el 
contexto laboral o profesional. A título enunciativo, se consideran represalias: 

 Suspensión del contrato de trabajo, despido o extinción de la relación laboral o 
estatutaria, incluyendo la no renovación o la terminación anticipada de un 
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contrato de trabajo temporal una vez superado el período de prueba, o 
terminación anticipada o anulación de contratos de bienes o servicios, 
imposición de cualquier medida disciplinaria, degradación o denegación de 
ascensos y cualquier otra modificación sustancial de las condiciones de trabajo 
y la no conversión de un contrato de trabajo temporal en uno indefinido, en 
caso de que el trabajador tuviera expectativas legítimas de que se le ofrecería 
un trabajo indefinido; salvo que estas medidas se llevaran a cabo dentro del 
ejercicio regular del poder de dirección al amparo de la legislación laboral o 
reguladora del estatuto del empleado público correspondiente, por 
circunstancias, hechos o infracciones acreditadas, y ajenas a la presentación de 
la comunicación. 

 Daños, incluidos los de carácter reputacional, o pérdidas económicas, 
coacciones, intimidaciones, acoso u ostracismo. 

 Evaluación o referencias negativas respecto al desempeño laboral o 
profesional. 

 Inclusión en listas negras o difusión de información en un determinado ámbito 
sectorial, que dificulten o impidan el acceso al empleo o la contratación de 
obras o servicios. 

 Denegación o anulación de una licencia o permiso. 
 Denegación de formación. 
 Discriminación, o trato desfavorable o injusto. 

 
Los actos administrativos que tengan por objeto impedir o dificultar la 
presentación de comunicaciones y revelaciones, así como los que constituyan 
represalia o causen discriminación tras la presentación de aquellas al amparo de 
esta ley, serán nulos de pleno derecho y darán lugar, en su caso, a medidas 
correctoras disciplinarias o de responsabilidad, pudiendo incluir la 
correspondiente indemnización de daños y perjuicios al perjudicado 
 
Los informantes o denunciantes no incurrirán en responsabilidad respecto de la 
adquisición o el acceso de la información que es comunicada o revelada 
públicamente, siempre que dicha adquisición o acceso no constituya delito. 

 
- Principio de confidencialidad: PROCESA adoptará las medidas adecuadas para 

preservar la identidad y garantizar la confidencialidad de los datos correspondientes 
a todas las personas afectadas por la información suministrada en las comunicaciones 
del canal interno de información.  

 
La identidad de la persona que informa será confidencial en todas las etapas del 
proceso de investigación y resolución de la denuncia, por lo que no se divulgará a 
terceros ni, por tanto, a la persona denunciada.  
 
Sin perjuicio de lo anterior y en el marco de la normativa vigente, los datos de la 
persona que informa y del resto de intervinientes podrán ser objeto de comunicación 
a los juzgados o tribunales, al Ministerio Fiscal, a las fuerzas y cuerpos de seguridad 
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del Estado, y al resto de autoridades competentes, cuando resulte necesario para la 
tramitación de los procedimientos judiciales que, en su caso, procedan como 
consecuencia de las investigaciones llevadas a cabo con motivo de las comunicaciones  
formuladas. 

 
- Principio de presunción de inocencia y de defensa:  PROCESA velará por los derechos 

de presunción de inocencia y de defensa, garantizando en todo momento los derechos 
de las personas denunciadas a defenderse de cualquier acusación que se dirija contra 
ella con las máximas garantías legales. 
 

- Principio de legalidad: PROCESA velará por el respeto y cumplimiento de las normas 
establecidas. 
 

- Principio de objetividad: PROCESA garantizará un análisis exhaustivo y completo de 
los hechos y circunstancias que hayan sido comunicadas a través del Canal, evitando 
cualquier tipo de arbitrariedad en las actuaciones. 

 
Artículo 10. Procedimiento 
 
El proceso se inicia cuando alguna de las personas recogidas en el artículo 2 pone en 
conocimiento sospechas o identifica la comisión de un comportamiento irregular, ilícito o 
delictivo y lo comunica al responsable del sistema.  
 
Las denuncias se harán a través del canal expresamente habilitado al efecto, a través de la 
cumplimentación del correspondiente formulario, cuyo único receptor será la persona 
designada como responsable del sistema. 
 
a) Recepción de informaciones 
 
Las denuncias se harán preferentemente de manera telemática en formato electrónico, 
sin perjuicio del derecho del informante a presentarlas de forma verbal o presencial. 
También se podrán presentar de forma anónima. 
 
En todo caso, PROCESA velará especialmente por la garantía de los derechos reconocidos 
en este Acuerdo Regulador. 
 
El responsable del sistema emitirá y dirigirá a la persona que formula la comunicación un 
acuse de recibo en el plazo máximo de 5 días hábiles a partir de su recepción. 
 
b) Requisitos de la denuncia 
 
1.- Identificación del denunciante o, en el supuesto de denuncias anónimas, mínimos 
indicios de los hechos denunciados. 
2.- Dirección de correo electrónico para recibir las notificaciones. 
3.- Indicación clara y completa de los supuestos hechos, con indicación de: 
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I. personas implicadas,  
II. fechas aproximadas,  
III. descripción de los hechos o posibles conductas irregulares incluyendo el modo 
de proceder del denunciado y,  
IV. posible impacto para la entidad. 

4.- En su caso, aportar pruebas o documentos sobre los hechos expuestos 
 
El responsable del sistema podrá requerir al denunciante información adicional que 
pueda aclarar o complementar lo expresado en la comunicación, acompañando dicha 
aclaración de los documentos y/o datos que resulten necesarios para acreditar la 
existencia de una conducta, ilícita o contraria a la normativa vigente. 
 
c) Trámite de admisión 
 
Registrada la información, el Responsable deberá comprobar si aquella expone hechos o 
conductas que se encuentran dentro del ámbito de aplicación recogido en el artículo 2. 
 
Tras realizar dicho análisis preliminar, el responsable del sistema decidirá, en un plazo 
que no podrá ser superior a diez días hábiles desde la fecha de entrada en el registro de 
la información: 
 
- Inadmitir la denuncia, en alguno de los siguientes casos: 
 

 Cuando los hechos denunciados no correspondan al ámbito de actuación de 
PROCESA. 

 Cuando los hechos relatados carezcan de toda verosimilitud, la información 
recibida fuera manifiestamente infundada o las conductas o hechos denunciados 
se fundamenten únicamente en opiniones. 

 Cuando los hechos relatados no sean constitutivos de infracción del ordenamiento 
jurídico incluida en el ámbito de aplicación de la Ley 2/2023. 

 Cuando ya se hubieran archivado otras actuaciones anteriores sobre los mismos  
hechos similares, sin que se aporte ningún otro elemento relevante adicional. 

 Cuando la escasez de la información remitida, la descripción excesivamente 
genérica o inconcreta de los hechos o la falta de elementos de prueba 
suministrados no permitan realizar una verificación adecuada de la información 
recibida. 

 
En el caso de que la denuncia no se admitiera a trámite, por cualquiera de las causas 
indicadas anteriormente, la inadmisión deberá ser motivada y se notificará al 
denunciante dentro de los cinco días hábiles siguientes, salvo que la comunicación sea 
anónima o el informante hubiese renunciado a recibir notificaciones. 

 
- Admitir a trámite la denuncia. 
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La admisión a trámite se comunicará al informante dentro de los cinco días hábiles 
siguientes, salvo que la comunicación fuera anónima o el informante hubiera 
renunciado a recibir comunicaciones. 
 
Cuando se evidencie de manera manifiesta la existencia de una infracción 
administrativa grave o un ilícito penal, se suspenderán las actuaciones de 
comprobación y se dará cuenta al órgano competente, velando por evitar que se 
produzca la prescripción de la infracción.  

 
d) Instrucción 
 
Una vez admitida la denuncia, el responsable del sistema comenzará la fase de instrucción, 
que comprenderá todas aquellas actuaciones encaminadas a comprobar la verosimilitud 
de los hechos relatados. La investigación será conducida por el Responsable del sistema, 
que podrá ser asistido por otras personas de la empresa cuando lo considere necesario. 
 
Cuando se considere que la información aportada no es clara o completa, se solicitará una 
ampliación de la misma al denunciante. Si sigue sin ser suficientemente concisa como para 
poder comenzar un proceso de investigación, o no es posible solicitar dicha ampliación e 
información por tratarse de una denuncia anónima, no se podrá garantizar la apertura de 
la investigación sobre los hechos denunciados. Si en el plazo de 15 días naturales no se 
aportara la documentación solicitada, el instructor cerrará el expediente mediante 
resolución motivada. 
 
Se garantizará que la persona afectada por la información tenga noticia de la misma, así 
como de los hechos relatados de manera sucinta. Adicionalmente se le informará del 
derecho que tiene a presentar alegaciones por escrito y del tratamiento de sus datos 
personales. No obstante, esta información podrá efectuarse en el trámite de audiencia si 
se considerara que su aportación con anterioridad pudiera facilitar la ocultación, 
destrucción o alteración de las pruebas. En ningún caso se comunicará a los sujetos 
afectados la identidad del informante ni se dará acceso a la comunicación.  
 
El citado trámite de audiencia, sin perjuicio del derecho a formular alegaciones por 
escrito, comprenderá, siempre que sea posible, una entrevista con la persona afectada en 
la que, siempre con absoluto respeto a la presunción de inocencia, se le invitará a exponer 
su versión de los hechos y a aportar aquellos medios de prueba que considere adecuados 
y pertinentes. A fin de garantizar el derecho de defensa de la persona afectada, la misma 
tendrá acceso al expediente sin revelar información que pudiera identificar a la persona 
informante, pudiendo ser oída en cualquier momento, y se le advertirá de la posibilidad 
de comparecer asistida de abogado. En todo caso, se contrastará la descripción de los 
hechos con la opinión de la persona o la unidad a la que se atribuyan. La actuación de 
comprobación se hará de acuerdo con los principios de congruencia, necesidad, 
proporcionalidad, celeridad, eficacia y economía procedimental, respetando en todo caso 
el principio de máxima reserva. 
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El instructor podrá solicitar información a los órganos, unidades o personas implicadas 
en los hechos denunciados, recopilando toda la información que se requiera para poder 
efectuar una primera valoración del caso, así como posibles antecedentes o indicadores 
que puedan resultar de interés, con los límites que pudiera tener, en su caso, determinada 
información confidencial. 
 
Durante la instrucción del procedimiento, se podrá requerir asesoramiento sobre 
cualquier aspecto que guarde relación con el caso objeto de investigación. A estos efectos, 
se podrá recurrir a servicios especializados, internos o externos, o personas que pudieran 
tener conocimientos del hecho denunciado en virtud del trabajo que desempeñe en la 
organización, absteniéndose de prestar declaración siempre que pudiera existir un 
conflicto de interés y garantizándose la confidencialidad en todo momento de los datos 
de la persona denunciante, y de las demás personas que se mencionen en la denuncia. 
 
En el proceso de recopilación de información, que deberá desarrollarse con la máxima 
rapidez, confidencialidad, sigilo y participación de todas las personas implicadas, podrá 
ser entrevistado el personal afectado, testigos u otro personal de interés, si los hubiere. 
En todo caso, la indagación acerca de la denuncia debe ser desarrollada con el máximo 
respeto a los derechos de cada una de las partes afectadas. 
 
El personal de PROCESA y los integrantes de los órganos de administración y gobierno de 
la sociedad están obligados a prestar su colaboración en las tareas de comprobación y 
facilitar el acceso a la información y la documentación que solicite el Responsable del 
sistema. 
 
La fase de instrucción concluirá con la elaboración de un informe que deberá contener 
con detalle los hechos denunciados y las investigaciones llevadas a cabo para el 
esclarecimiento de los hechos, debiendo contener una conclusión sobre si los hechos 
denunciados suponen una acción u omisión incluida en el artículo 2. 
 
Dicho informe será elevado al Consejo de Administración, que adoptará alguna de las 
siguientes decisiones: 
 
- Archivo del expediente, que será notificado al informante y, en su caso, a la persona 

afectada. 
- Remisión al Ministerio Fiscal si, pese a no apreciar inicialmente indicios de que los 

hechos pudieran revestir el carácter de delito, así resultase del curso de la instrucción. 
Si el delito afectase a los intereses financieros de la Unión Europea, se remitirá a la 
Fiscalía Europea. 

- Adopción de acuerdo de inicio de un expediente disciplinario. 
 
e) Plazos 
 
La fase de instrucción se desarrollará en el plazo más breve posible y, como norma 
general, en tres meses, prorrogables 3 meses más cuando sea necesario debido a 
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circunstancias específicas del caso, en particular la naturaleza y la complejidad del objeto 
de la comunicación, que puedan justificar esta ampliación. 
 
En su caso, también podrá proponer al órgano competente la incoación de expedientes 
administrativos para restaurar la legalidad alterada, adoptar medidas sancionadoras o 
disciplinarias o comunicar a la fiscalía las conductas que puedan ser constitutivas de ilícito 
penal. 
 
El responsable del sistema también podrá acordar que se archiven las comprobaciones 
cuando resulte acreditada la falta de vulneración en el ordenamiento jurídico o a los 
principios y reglas éticas y de buen gobierno. 
 
f) Naturaleza del informe  
 
El informe formulado por el responsable del sistema no es susceptible de recurso, ya que 
no declara de manera definitiva la existencia de responsabilidad ni de vulneración del 
ordenamiento jurídico, sino que se limita a expresar una opinión sobre los hechos 
denunciados, que tiene por finalidad mejorar la gestión de la empresa y la aplicación 
efectiva del código ético y las reglas de conducta. 
 
h) Efectos de información reservada 
 
Cuando la decisión del Consejo de Administración sea la remisión al Ministerio Fiscal o el 
inicio de un expediente disciplinario, la instrucción, y la decisión adoptada pueden tener 
los efectos y la consideración de expediente de información reservada. 
 
Artículo 11. Derechos y obligaciones de la persona informante o denunciante 
 
La persona que haga uso del Canal interno de Denuncias debe tener indicios razonables o 
suficientes sobre la certeza de la información que comuniquen en el momento de la 
revelación, no pudiendo formularse denuncias genéricas, de mala fe o con abuso de 
derecho. 
 
La persona denunciante tiene derecho a elegir la fórmula de presentación de la 
comunicación, teniendo garantizado en todo caso, la reserva de identidad, a comparecer 
asistido de abogado, y a conocer el estado de la tramitación de su denuncia y los 
resultados de la investigación. 
 
La persona denunciante está obligada a describir de la manera más detallada posible los 
hechos o conductas que comuniquen y debe proporcionar toda la documentación 
disponible sobre la situación descrita o indicios objetivos para obtener las pruebas. 
 
La persona denunciante se hace responsable de la conservación, con las debidas 
precauciones de seguridad, del código alfanumérico que identifica su denuncia y que le 
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permite interactuar con PROCESA en el marco del procedimiento de tramitación de la 
denuncia y adicionar información relevante. 
 
La información a suministrar debe encontrarse dentro del ámbito de aplicación, no 
debiendo comunicar rumores, comentarios o hechos irrelevantes que nada tenga que ver 
con una irregularidad. 
 
Las personas que comuniquen hechos que vulneren el principio de buena fe o con abuso 
de derecho puede incurrir en responsabilidad civil, penal o administrativa. 
 
Artículo 12. Derechos de la persona denunciada 
 
La persona a quién se le atribuye la responsabilidad sobre la conducta eventualmente 
contraria a Derecho, a los principios o reglas éticas de conducta y de buen gobierno, tiene 
los derechos que se relacionan a continuación: 
 
- A conocer la existencia de la denuncia.   El Responsable del sistema en PROCESA 

informará de la existencia de una denuncia a la persona o personas denunciadas en el 
plazo máximo de 5 días hábiles desde su recepción. Salvo que, de manera motivada y 
de acuerdo con el principio de proporcionalidad, haya que mantener el secreto en 
beneficio de la comprobación de los hechos. 

- A la máxima reserva y discreción en las tareas de comprobación de los hechos y en 
general, en toda la gestión de la información. 

- A que no se emita ninguna conclusión que, de forma directa o indirecta, contenga 
referencias nominales, mientras no haya tenido oportunidad real de conocer los 
hechos comunicados y dejar constancia de su opinión. 

- A que no se informe a nadie ni se cedan los datos mientras la comprobación de los 
hechos no haga patente la verosimilitud o la seguridad de la realización de la conducta 
comunicada.  

 
La comunicación de datos a la autoridad judicial o disciplinaria competente no exige la 
comunicación previa a la persona eventualmente responsable.  
 
Las personas eventualmente responsables de la conducta comunicada están obligadas a 
colaborar en comprobar los hechos aportando la información y la documentación de que 
dispongan y que requiera el Responsable del sistema.  
 
En el caso de que la denuncia acabe siendo archivada, bien por no haberse constatado que 
los hechos descritos hayan ocurrido, bien por no tratarse de hechos irregulares o ilícitos, 
la persona denunciada tendrá derecho a que así conste en el oportuno expediente y 
registro de denuncias. 
 
La protección de datos de las personas denunciadas y de cualquier tercero mencionado 
en la denuncia estará protegida y será garantizada por PROCESA, como responsable del 
mantenimiento del canal interno de denuncias. 
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Artículo 13. Garantía de confidencialidad 
 
Todas las personas intervinientes de manera directa o indirecta en la tramitación de 
cualquier denuncia recibida, deberán guardar la debida confidencialidad respecto de 
cualquier información de la que tengan conocimiento a través de las mismas o de los 
procedimientos iniciados. 
 
Salvo cuando la persona denunciante solicite expresamente lo contrario, se guardará total 
confidencialidad respecto de su identidad, de forma que la misma   no será revelada a 
persona alguna, excepto en los supuestos expresamente contemplados en la normativa. 
 
A tal fin, en todas las comunicaciones, actuaciones de verificación o solicitudes de 
documentación que se lleven a cabo en la tramitación de los expedientes, se omitirán los 
datos relativos a la identidad de la persona denunciante, así como cualesquiera otros que 
pudieran conducir total o parcialmente a su identificación. 
 
Asimismo, cuando el órgano instructor tuviera que trasladar las actuaciones a otros 
órganos para que por estos se tramiten los procedimientos que correspondan, será de 
aplicación lo dispuesto en el apartado anterior a la documentación que se remita a esos 
otros órganos, salvo cuando se trate de órganos jurisdiccionales o del Ministerio Fiscal y 
la normativa reguladora del procedimiento judicial exija otra cosa. En este último caso, la 
identidad de la persona informante se comunicará únicamente a las personas u órganos a 
los que resulte imprescindible. 
 
Artículo 14. Deber de colaboración 
 
Todo el personal al servicio de PROCESA o con el que tenga una relación profesional, con 
los límites que señale la legislación vigente, tienen el deber de colaboración con los 
órganos competentes en las actuaciones de investigación de las denuncias, en la medida 
necesaria para la adecuada instrucción de los procedimientos y el cumplimiento de las 
funciones encomendadas. 
 
Cualquier empleado que, en virtud de sus funciones, pueda ser requerido para recabar 
información en los casos de tramitación de un expediente, tiene la obligación de colaborar 
de forma proactiva con las investigaciones, así como guardar la confidencialidad sobre el 
tema tratado. 
 
Artículo 15. Registro de denuncias 
 
El Responsable del sistema llevará un libro de registro de todas las denuncias presentadas 
y de las investigaciones desarrolladas, garantizando la confidencialidad.  
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El registro no será público y únicamente a petición razonada de la autoridad judicial 
competente, mediante auto y en el marco de un proceso judicial y bajo la tutela de aquella, 
podrá cederse total o parcialmente el contenido del mismo. 
 
Las denuncias se conservarán únicamente durante el periodo necesario y proporcionado 
para cumplir con las tareas de comprobación y en su caso, las actuaciones de instrucción 
que procedan. 
 
Artículo 16. Remisión de informes periódicos 
 
El responsable del sistema remitirá un informe anual al Consejo de Administración de 
PROCESA sobre las denuncias recibidas y el estado o resultado de su tramitación. 
Igualmente se informará de las comunicaciones recibidas y respuestas ofrecidas. 
 
Artículo 17. Protección de Datos 
 
PROCESA se compromete a tratar los datos de carácter personal recibidos a través del 
Canal de información interno de forma absolutamente confidencial y de acuerdo con las 
finalidades previstas en este procedimiento, y adoptará las medidas de índole técnica y 
organizativas necesarias para garantizar la seguridad de los datos y evitar su alteración, 
pérdida, tratamiento o acceso no autorizado, habida cuenta del estado de la tecnología, la 
naturaleza de los datos almacenados y los riesgos a los que están expuestos, todo ello en 
cumplimiento de lo dispuesto en la legislación sobre protección de datos de carácter 
personal.   
 
En cualquier caso, el Canal empleará en cada formulario de recogida de datos aquellas 
cláusulas exigidas por la ley, para informar a los interesados claramente de las finalidades 
y usos del tratamiento de sus datos de carácter personal.  
 
Las personas que efectúen una comunicación a través del Canal de información interna, 
deberán garantizar que los datos personales proporcionados son verdaderos, exactos, 
completos y actualizados. 
 
En cualquier caso, los datos que sean objeto de tratamiento en el marco de las 
investigaciones serán cancelados tan pronto como éstas hayan finalizado, salvo que de las 
medidas adoptadas se deriven procedimientos administrativos o judiciales. 
  
Asimismo, el Responsable del sistema conservará los mencionados datos debidamente 
bloqueados durante los plazos en los que las denuncias o de las actuaciones llevadas a 
cabo resultado de éstas, pudieran derivarse responsabilidades. 
 
De conformidad con el artículo 30 de la Ley 2/2023, se considerarán lícitos los 
tratamientos de datos personales necesarios para la aplicación de esta ley. 
 
Artículo 18. Medidas de apoyo y protección frente a represalias 
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Las personas que comuniquen o revelen infracciones previstas en el artículo 2 a través de 
los procedimientos previstos en la ley accederán a las medidas de apoyo siguientes: 
 
- Información y asesoramiento completos e independientes, que sean fácilmente 

accesibles para el público y gratuitos, sobre los procedimientos y recursos disponibles, 
protección frente a represalias y derechos de la persona afectada. 

- Asistencia efectiva por parte de las autoridades competentes ante cualquier autoridad 
pertinente implicada en su protección frente a represalias, incluida la certificación de 
que pueden acogerse a protección al amparo de la presente ley. 

- Asistencia jurídica en los procesos penales y en los procesos civiles transfronterizos 
de conformidad con la normativa comunitaria. 

- Apoyo financiero y psicológico, de forma excepcional, tras la valoración de las 
circunstancias derivadas de la presentación de la comunicación. 

 
Todo ello, con independencia de la asistencia que pudiera corresponder al amparo de la 
Ley 1/1996, de 10 de enero, de asistencia jurídica gratuita, para la representación y 
defensa en procedimientos judiciales derivados de la presentación de la comunicación o 
revelación pública. 
 
Asimismo, tendrán acceso a las siguientes medidas de protección frente a represalias: 
 
- No se considerará que las personas que comuniquen información sobre las acciones u 

omisiones recogidas en la ley o que hagan una revelación pública de conformidad con 
esta ley hayan infringido ninguna restricción de revelación de información, y aquellas 
no incurrirán en responsabilidad de ningún tipo en relación con dicha comunicación 
o revelación pública, siempre que tuvieran motivos razonables para pensar que la 
comunicación o revelación pública de dicha información era necesaria para revelar 
una acción u omisión. Esta medida no afectará a las responsabilidades de carácter 
penal. Dicha previsión se extiende a la comunicación de informaciones realizadas por 
los representantes de las personas trabajadoras, aunque se encuentren sometidas a 
obligaciones legales de sigilo o de no revelar información reservada. Todo ello sin 
perjuicio de las normas específicas de protección aplicables conforme a la normativa 
laboral. 

- Cualquier otra posible responsabilidad de los informantes derivada de actos u 
omisiones que no estén relacionados con la comunicación o la revelación pública o que 
no sean necesarios para revelar una infracción en virtud de esta ley será exigible 
conforme a la normativa aplicable. 

- En los procedimientos ante un órgano jurisdiccional u otra autoridad relativos a los 
perjuicios sufridos por los informantes, una vez que el informante haya demostrado 
razonablemente que ha comunicado o ha hecho una revelación pública de 
conformidad con esta ley y que ha sufrido un perjuicio, se presumirá que el perjuicio 
se produjo como represalia por informar o por hacer una revelación pública. En tales 
casos, corresponderá a la persona que haya tomado la medida perjudicial probar que 
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esa medida se basó en motivos debidamente justificados no vinculados a la 
comunicación o revelación pública. 

- En los procesos judiciales, incluidos los relativos a difamación, violación de derechos 
de autor, vulneración de secreto, infracción de las normas de protección de datos, 
revelación de secretos empresariales, o a solicitudes de indemnización basadas en el 
derecho laboral o estatutario, las personas a que se refiere el artículo 3 de este 
Acuerdo Regulador, no incurrirán en responsabilidad de ningún tipo como 
consecuencia de comunicaciones o de revelaciones públicas protegidas por la misma. 
Dichas personas tendrán derecho a alegar en su descargo y en el marco de los referidos 
procesos judiciales, el haber comunicado o haber hecho una revelación pública, 
siempre que tuvieran motivos razonables para pensar que la comunicación o 
revelación pública era necesaria para poner de manifiesto una infracción en virtud de 
esta ley. 

 
Disposición Adicional. 
 
En todo aquello no previsto en este Acuerdo Regulador se estará a lo establecido en la 
legislación aplicable. 
 
Disposición Final. 
 
La presente norma entrará en vigor tras su aprobación por el Consejo de Administración 
y será publicada en el BOCCE y en la página web de PROCESA. 


